Tribunal del Trabajo Nº 4 de San Martín  15/10/2004

Autos:”Jiménez Avila, Delicia y otros c/ Tapetti S.A. y otros s/ Accidente de trabajo”.

Accidente de Trabajo, indemnización por muerte del trabajador. Responsabilidad del contratista y director de obra. Responsabilidad solidaria del empresario propietario, art.32 ley,22250.

A) Acreditada en el Veredicto la relación laboral entre el trabajador accidentado y los demandados que se desempeñaron como contratistas y directores de obra, habiéndose desempeñado aquél bajo las dependencia de estos, que de tal forma resultan responsables en los términos del art. 1ª de la ley 22.250 y de los arts. 1,2,8 inc.a y concordantes de la ley 24.028, vigente en el momento del siniestro.

B) Resulta solidariamente responsable el propietario de la obra -MANJAR S.A.- en virtud de lo normado en el art.32 de la ley 22250.

S E N T E N C I A
En la ciudad de General San Martín, a los cuatro

días del mes de octubre del año dos mil cuatro, se reúnen los señores Jueces doctores  Carlos Gustavo Galbarini, Humberto Raúl Salinas y Horacio Aníbal Bernasconi, a efectos de dictar Veredicto en la causa: “JIMENEZ AVILA, DELICIA DEL CARMEN Y OTROS c/ TAPETTI S.A. Y OTROS s/ ACCIDENTE DE TRABAJO”. Practicado el sorteo que establece el artículo 44 inc. c) de la ley 11.653 resultó que deberán votar los señores Jueces en el siguiente orden: Dres. Bernasconi, Galbarini, Salinas, resolviendo plantear y votar por separado las  siguientes:   

CUESTIONES
A las cuestiones planteadas, el Dr. Bernasconi, dijo:

PRIMERA CUESTION: ¿Resulta acreditado el accidente sufrido por CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ y sus consecuencias?

De las manifestaciones de las partes que se presentaron en autos, surge coincidencia en que CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ, sufrió un accidente con motivo y en ocasión del trabajo que estaba realizando en la obra en construcción en el inmueble de la calle Nº 79 de Villa Linch, partido de general San Martín, propiedad de la firma MANJAR S.A., hecho ocurrido el 29 de diciembre de 1994, al caer de una altura aproximada a los cinco metros, sufriendo politraumatismos que le ocasionaron las lesiones graves, a consecuencia de las cuales falleció el día 31 de diciembre del mencionado año. Acreditan las manifestaciones de la parte actora y de las demandadas presentadas a fs.75, las constancias de la causa criminal agregada a estas actuaciones a título probatorio, la historia clínica obrante a fs.189, el informe sobre la autopsia efectuada al trabajador accidentado en sede penal -fs.23/24 de la causa anexa- y las declaraciones testimoniales prestadas en la audiencia de vista de la causa. 

SEGUNDA CUESTION: ¿Resultó probado que el accidente se produjo por faltas atribuidas al actor en el cumplimiento de sus tareas, como lo mencionan los demandados presentados a fs.75/80?

Ninguna prueba se ha producido al respecto.

TERCERA CUESTION: ¿Cuál era la edad del trabajador accidentado a la fecha del accidente mortal?

La edad del trabajador a la fecha del accidente era de  49 años, según surge del certificado de defunción de fs.9

CUARTA CUESTION: ¿Está determinado el salario diario promedio del actor, a la fecha del accidente que le provocó el deceso?

Considero que el salario diario promedio del actor a la fecha del accidente era de $ 50 tal como lo expresa la parte actora en su demanda, toda vez que cuestionada por los demandados que se presentaron en la causa, no aportaron prueba alguna al respecto, estando la misma a su cargo en virtud del art. 39 -segunda parte- de la ley 11.653

QUINTA CUESTION: ¿Laboró el trabajador accidentado en relación de dependencia con los demandados?

De la prueba de autos surge que CRISTOFORO GIMENEZ fue contratado para laborar en la obra donde se produciría el accidente, por el arquitecto PABLO ALBERTO ORLANDI, desempeñándose en la misma bajo las ordenes del mencionado y de la ingeniera GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN, quienes ejercían conjuntamente la dirección de la obra, tal lo que surge de la declaración de los testigos Chamorro y Sánchez que depusieran en la audiencia de vista de la causa, de la absolución en rebeldía de Orlandi a la posición primera del pliego de fs. 277, atento su incomparecencia a dicha audiencia y a su posición de rebeldía en la causa, y fundamentalmente a las propias declaraciones del mismo Orlandi y de la Ingeniera Rubín en la causa penal -prueba en autos- en cuanto declaran el primero a fs. 25 “que resulta ser contratista de la obra en construcción y que “a cargo de la obra se halla la ingeniera Rubín”; y esta última a fs.26 “que se halla a cargo de la obra que se está realizando en calle Cuenca Nº 79 de esta localidad, lugar donde se está realizando una refacción para una ampliación de la sala de producción, dado que allí funciona la firma Manjar S.A.” De tal manera, así como de la circunstancias que surgen de las declaraciones de los testigos en cuanto a que tanto Orlandi como Rubín impartían las ordenes y efectuaban los pagos, resulta a mi criterio acreditada la relación de dependencia del trabajador accidentado respecto al arquitecto PABLO ALBERTO ORLANDI y la ingeniera GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN. Por otra parte debe advertirse que la documental de fs. 40/41 que las codemandadas RUBIN y MANJAR S.A. pretenden atribuir a una supuesta empresa denominada DETAILS, cuya naturaleza jurídica, domicilio y existencia misma como tal, no consiguen determinar ni acreditar en la causa, está suscripta por el Arq. Pablo Orlandi. Con relación a este último codemandado obra a su respecto y en cuento fuera pertinente, la presunción sobre la veracidad de los hechos lícitos plantados en la demanda, que emerge de los art. 60 y 354 inc.1 del C.P.C.C. aplicable al caso de autos en virtud del art.63 de la ley 11.653, toda vez que habiéndosele corrido traslado de la demanda, según cédula de fs. 111, librada bajo responsabilidad de la parte actora, no contestó la misma ni concurrió a estar a derecho, por lo que se declaró su rebeldía a fs. 117, notificada a fs.124 por cédula librado en la misma forma.

SEXTA CUESTION: ¿Está acreditado que la empresa MANJAR S.A. es la propietaria de la obra en que se accidentara el actor?

Tal cuestión no está controvertida en la causa, a tenor de las manifestaciones de la propia empresa en el responde de fs. 75/80 y las constancias de la causa penal incorporada como prueba a los presentes autos

SEPTIMA CUESTION: ¿Resulta acreditado que MANJAR S.A. contratara con terceros la realización de la obra en el inmueble de su propiedad de la calle Cuenca 79 de Villa Linch, partido de General San Martín?

Según las manifestaciones de la citada codemandada en su responde, “contrató con la firma Details, dedicada a la arquitectura, la mano de obra y dirección de una obra en la finca antes mencionada”, agregando que dicha firma era propiedad de María J. Bauza, y para acreditar sus dichos agrega un presupuesto -Fs.40/41- suscripto por el arq. Orlandi. La existencia de tal firma no resultó acreditada en autos, toda vez que pese a que el Tribunal hizo lugar a la citación como tercero pedida por las demandadas que se presentaron a fs.75, pese a la oposición de la parte actora que desconoció la existencia de tal firma y de su supuesta propietaria Sra. Bauza, al igual que los testigos que depusieran en autos, no fue posible su citación por parte de los proponentes, por lo cual se les dio por perdido el derecho a citarla. Sin perjuicio de ello, de las manifestaciones también formuladas en el responde, surge que MANJAR S.A. contrató con una profesional independiente, la arquitecta Rubín, para que le prestara asesoramiento técnico, llamara a concurso de precios de diversas empresas y seleccionara la firma contratista, y estableciera una interrelación profesional técnica y comercial con el contratista, a la sazón el Arq. Orlandi, que es el único que aparece como responsable de la supuesta empresa Details -fs.40/41- y a quien Manjar S.A. atribuye a fs. 140 categoría de socio de la mencionada empresa. En definitiva y como ya se ha concluido al resolver la cuestión anterior, el Arq. Orlandi y la Ingeniera Rubín, asumieron conjuntamente la responsabilidad como contratistas de la realización de la obra encargada por MANJAR S.A.     

OCTAVA CUESTION: ¿Requirió la codemandada MANJAR S.A. a los contratistas a quienes requirió sus servicios para la realización de la obra en cuestión, la constancia de inscripción de aquellos en el Registro Nacional de la Industria de la Construcción, y en su caso comunicó a dicho registro la iniciación de la obra y su ubicación?

Ninguna prueba en tal sentido produce la referida codemandada, toda vez que admitida en auto la propiedad de la obra y la contratación de profesionales para su realización, no hace siquiera mención a la circunstancia antes apuntada, como eximente de su responsabilidad ante terceros contratados por aquellos.

NOVENA CUESTION: ¿Existe relación entre la codemandada TAPETTI S.A. y los contratantes de la obra en cuestión y/o el trabajador accidentado?

Considero que mas allá de la mención efectuada en el escrito de demanda, respecto a atribuir a la mencionada persona jurídica la copropiedad del inmueble donde se realizara la obra en que se accidentara el señor Giménez, y la presunción creada a partir de la situación procesal de aquella, no se ha producido en autos prueba alguno que corroborara aquella presunción, toda vez que la declaración del testigo Sánchez, en el sentido que trabajó para Tapetti y Manjar, en nada aclara la real situación de la empresa mencionada y mucho menos su vinculación con el caso de autos, es mas, los propios demandados que se presentaron en autos hacen mención alguna a aquella codemandada; por lo que la relación con las partes en esta causa no resulta acreditada.

DECIMA CUESTION: ¿Resulta acreditada la personería de los actores para accionar como lo hacen en estas actuaciones?

Con la constancia obrante en la libreta de familia a fs.12 a) vta. resulta acreditado el matrimonio de la presentante DELICIA DEL CARMEN JIMENEZ AVILA con CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ, cuyo fallecimiento resulta del certificado de fs.9. A su vez, la cónyuge superstite inició demanda en su momento en representación de sus hijos, entonces menores de edad, tal como surge de la documentación agregada al expediente respecto a CINTIA ALEJANDRA, -fs.8-; NESTOR -fs.12e)vta.; CRISTIAN HERNAN -fs.12 e); JESICA PAOLA -fs.12d)vta.; ERICA XOANA  -fs.237-; ALFREDO ORLANDO -fs.12c)vta.; HECTOR FABIAN -fs.12c); y RAFAEL ALEJANDRO fs.12b)vta.; los tres últimos llegados a la mayoría de edad, se presentaron por poder según se acreditan a fs. 156, 157 y 158 respectivamente.

UNDECIMA CUESTION: ¿Resulta acreditado que MANJAR S.A. se hizo cargo de los gastos de sepelio de don CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ?

Considero acreditado que la firma mencionada se hizo cargo del pago de los gastos de sepelio del citado trabajador, por la suma de $ 1.888, conforme las constancias de fs. 45 y 47, atento el expreso reconocimiento formulado por la parte actora a fs.88 vta.


Tal lo que considero respecto a los hechos planteados en autos, después de haber meritado los medios probatorios individualizados en el Veredicto, apreciándolos en conciencia (art.44 inc.e Ley 11.653).

Así lo voto    
  

Los señores Jueces Galbarini y Salinas, por los mismos fundamentos, adhieren al voto precedente respecto a todas las cuestiones planteadas.

   Con lo que, teniéndose por Veredicto, se dio por terminado el acto, firmando los señores Jueces por ante mi, la actuaria, de lo que doy fe.

En la ciudad de General San Martín, a los  

días del mes de             del año dos mil cuatro, se reúnen los señores Jueces doctores Carlos Gustavo Galbarini, Humberto Raúl Salinas y Horacio Aníbal Bernasconi a efectos de dictar Sentencia en la causa “JIMENEZ AVILA, DELICIA DEL VALLE Y OTROS c/ TAPETTI, S.A. Y OTROS s/ ACCIDENTE DE TRABAJO”, resolviéndose mantener el mismo orden que en el Veredicto, el Tribunal plantea y vota por separado la siguiente:

CUESTION

¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 


A la cuestión planteada, el Dr. Bernasconi dijo:

ANTECEDENTES DE LA CAUSA
Se presenta la Sra. DELICIA DEL VALLE JIMENEZ AVILA, por derecho propio y en representación de sus hijos menores de edad, RAFAEL ALEJANDRO, HÉCTOR FABIAN, ALFREDO ORLANDO, ERICA XOANA, JESICA PAOLA, CRISTIAN HERNAN, NESTOR Y CINTIA ALEJANDRA GIMENEZ, cóyuge la primera e hijos los restantes de quien en vida fuera CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ, con el patrocinio letrado de la Dra. Mirna Deborah Mariño, promoviendo demanda contra TAPETTI S.A.; PABLO ALBERTO ORLANDI; GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN y MANJAR S.A. por indemnización por muerte del cónyuge y padre de los accionantes en accidente de trabajo y por cobro de gastos de sepelio, por la suma de $ 58.750. Manifiesta la accionante que su esposo y padre de sus hijos, trabajó bajo relación de dependencia de los demandados desde el 2 de noviembre de 1994 hasta el momento que ocurriera el accidente fatal que provocó su fallecimiento a la edad de 49 años. Sostiene que las empresas TAPETTI S.A. y MANJAR S.A. realizaron la construcción de un galpón para ser destinado a la fabricación y venta de productos alimenticios, siendo los responsables de la obra el arquitecto Orlandi y la ingeniera Rubín, encontrándose la obra en construcción en la calle Cuenca de la localidad de Villa Linch, partido de San Martín. Refiere que su esposo trabajaba en dicha obra como oficial albañil especializado en la colocación de pisos, cobrando al momento del accidente como remuneración normal y habitual la suma de $ 50 por día, destacando que nunca le fueron realizados los aportes de ley, desempeñándose en la forma vulgarmente denominada “trabajo en negro”. Refiere la accionante que el 29 de diciembre de 1994, su esposo se encontraba efectuando sus tareas en el primer piso de la obra cuando aproximadamente a las 8 y 15 horas cayó al piso desde una altura aproximada de  siete metros, sufriendo traumatismo de cráneo con perdida de conocimiento, a consecuencia de lo cual falleció el día 31 de diciembre de 1994. a las 18y 30 horas. Denuncia la accionante que no existían las medidas de seguridad necesarias que hubieran evitado el accidente, y que pese a los reclamos verbales formulados, los ahora demandados no contestaban las intimaciones para que le informaran la compañía aseguradora que en la cual debía de realizar los trámites correspondientes al cobro de la indemnización legal correspondiente, por lo que inició la presente acción. La accionante funde su demanda en el art. 8 inc a) de la ley 24028, practica liquidación, ofrece prueba y peticiona se haga lugar a su reclamo.

2) A fs.75 se presenta el Dr. Ricardo Luis Burman, contestando demanda en nombre y representación de MANJAR S.A. y de doña GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN, negando que el señor CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ laborara en  relación de dependencia para sus representados, así como que la ingeniera RUBIN haya sido la responsable y/o directora de la obra descripta en la demanda, negando también por no constarle a sus instituyentes, el salario invocado para el mencionado trabajador por los accionantes. Niega además que no existieran medidas de seguridad necesarias y finalmente la liquidación practicada en la demanda. Reconoce que en el inmueble de propiedad de MANJAR S.A. sito en la calle Cuenca de Villa Linch, tuvo lugar la obra de construcción, mencionada por la accionante y que en ocasión de la misma se produjo el deceso del Sr. Giménez. Admite como cierto que durante el transcurso del mes de diciembre de 1994, la firma MANJAR S.A. contrató con la firma Details, dedicada a la arquitectura, la mano de obra y dirección de una obra en la finca antes mencionada, describiendo los trabajos a realizar. Refiere que la dirección de la obra se encontraba a cargo exclusivo del arquitecto PABLO ORLANDI, profesional vinculado al contratista, cuyos honorarios se encontraban incluidos en el precio presupuestado, del mismo modo que los materiales de pintura, importe abonado por MANJAR S.A. según las facturas que acompaña. En cuanto a la ingeniera RUBIN resultaba ser una profesional independiente que asesora a diversas empresas, entre las que se encuentra MANJAR S.A., en proyectos vinculados con las plantas de producción, por lo cual percibía sus honorarios, conforme lo acreditan con los comprobantes que también acompaña. Manifiesta el letrado apoderado que la labor profesional de la ingeniera RUBIN se limitaba exclusivamente al asesoramiento técnico profesional de MANJAR S.A. haciendo de nexo con la empresa contratista, estableciendo una interrelación profesional-técnica con el arquitecto ORLANDI, director de la obra; y que el hecho circunstancial de que se encontrara presente en la planta y efectuara algunas observación verbal a los obreros, cuando el arquitecto Orlandi se hubiera ausentado, no implicaba una tarea de dirección de obra. Mas adelante el apoderado de los demandados mencionados, formula apreciaciones referentes al accidente de Giménez, planteando distintas hipótesis sobre la responsabilidad del trabajador fallecido en la producción del accidente. También en nombre de sus representados plantea excepciones de falta de legitimación pasiva y por MANJAR S.A. excepción de pago respecto al reclamo por gastos de sepelio, respecto a los cuales manifiesta haberse hecho cargo por razones humanitarias, toda vez que la Sra. María Bauzá de la firma Details y el arquitecto Orlandi le manifestaron la imposibilidad material de hacerse cargo de dichos gastos. Finalmente los demandados presentados, solicitan la citación como tercero de  

“DETALIS”, Funda en derecho su presentación, ofrece prueba y peticiona el rechazo de la demanda.  

3) A fs.34 se encuentra agregada la cédula a cuyo dorso consta la entrega del original de la misma a la empresa TAPETTI S.A. corriéndosele traslado de la demanda de autos. A fs. 111 obra la constancia de notificación del traslado de la demanda a PABLO ALBERTO ORLANDI, efectuado bajo responsabilidad de la parte actora, a tenor de las consideraciones efectuadas por el Tribunal en el proveído de fs.110. No habiendo ninguno de los demandados referidos, contestado la demanda en legal tiempo y forma, a pedido de la parte actora se decretó a fs.117 la rebeldía de ambos, notificada a TAPETTI S.A. por cédula de fs.122 y a ORLANDI por instrumento de fs.124 librado bajo responsabilidad de la parte actora.

4) A fs. 126 el Tribunal dispuso la citación como tercero de “DETAILS de MARIA J. BAUZÁ” poniendo a cargo de la parte demandada la confección y diligenciamiento de las respectivas cédulas. No habiendo la demandada conseguido acreditar el domicilio al que debía dirigirse la cédula de citación ordenada, el Tribunal por disposición de fs.144 decidió darle por perdido a los peticionantes el derecho a producir la intervención en autos de la tercera pretendida.

5) A fs. 147/148 se provee a la prueba ofrecida, difiriendo el tratamiento de las excepciones planteadas para el momento de dictar sentencia sobre el fondo del asunto.

6) A fs. 159 se presenta el Dr. Claudio Britos acreditando con las cartas poder agregadas a fs.156, 157 y 158 su condición de apoderado de RAFAEL ALEJANDRO GIMENEZ, HECTOR FABIAN GIMENEZ y ALFREDO ORLANDO GIMENEZ, quienes habiendo alcanzado la mayoría de edad asumen su condición de actores en autos. A fs. 171 se presenta la codemandada GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN, con el patrocinio letrado del Dr. Miguel Andrés Pistone, revocando el poder otorgado al Dr.Ricardo Luis Burman para que la represente en autos. A fs.232 toma intervención en autos la Sra. Asesora de Menores Dra. Roxana Claudia Bednarz. A fs.247 se presenta en autos el señor ROBERTO ALEJANDRO GIMENEZ, hijo del trabajador fallecido y de Delicia del Carmen Jiménez Avila, con el patrocinio letrado del Dr. Claudio Fabián Britos, manifestando su completo desinterés en la causa.

7) Producida la prueba y dictado el Veredicto, los autos se encuentran en estado de pasar al acuerdo para dictar Sentencia (art.44 inc.d Ley 11.653).

DECISORIO

A) De conformidad con las conclusiones arribadas en el Veredicto y de acuerdo con la normativa legal a que haré referencia, juzgo que la presente demanda debe prosperar parcialmente, en los términos y con el alcance que expresaré a continuación. Ha quedado acreditado en el Veredicto el accidente ocurrido con motivo y en ocasión del trabajo, a resulta del cual se produjo el fallecimiento de CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ, quien en vida fuera cónyuge y padre de los accionantes, hecho ajeno a la responsabilidad del operario -Veredicto cuestiones primera y segunda- ocurrido en la obra que se estaba efectuando en el predio de la calle Cuenca 79 de Villa Linch, partido de General San Martín, propiedad de la firma Manjar S.A. -VEREDICTO CUESTIÓN SEXTA-. También resultó acreditada la relación laboral entre el trabajador accidentado y los demandados PABLO ALBERTO ORLANDI y GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN, quienes se desempeñaron como contratistas y directores de obra conforme las conclusiones arribadas al tratar las cuestiones quinta y séptima del Veredicto. En definitiva, de las probanzas de autos surge que la empresa MANJAR S.A. contrató para la realización de una obra a realizarse en el predio donde desarrolla su explotación industrial, a los contratistas antes mencionados, quienes a su vez, tomaron los servicios del trabajador fallecido, quien se desempeñó bajo la dependencia de estos, que  de tal forma resultan responsables en los términos de los artículos 1, 2, 8 inc. a) y concordantes de la ley 24.028, toda vez que tampoco resulta probada la existencia de ninguno de los eximentes de responsabilidad previstos en el art. 7 de la citada ley. 

B) En cuanto al propietario de la obra MANJAR S.A. considero que resulta solidariamente responsable en virtud de lo normado en el art. 32 de la ley 22.250, en cuanto dispone que “quien contrate o subcontrate los servicios de contratistas o subcontratistas de la construcción, deberá requerir de estos la constancia de su inscripción en el Registro Nacional de la Industria de la Construcción y comunicar a éste la iniciación de la obra y su ubicación”; y en el segundo párrofo de dicho artículo, que “los empresarios, los propietarios y los profesionales, cuando se desempeñen como constructores de obra que contraten a contratistas o subcontratistas que no hayan acreditado su inscripción en el Registro Nacional, serán por esa sola omisión, responsables solidariamente de las obligaciones de dichos contratistas o subcontratistas, respecto al personal que ocuparen en la obra y que fueren emergentes de la relación laboral referida a la misma”. En el caso de autos no cabe duda sobre el carácter de empresa de MANJAR S.A. y de empresario de quienes la dirigen, en los términos del art. 5 de la Ley de Contrato de Trabajo, ni de propietario de la obra en cuestión, según surge de las constancias de autos. Resulta por tanto aplicable la jurisprudencia de nuestro mas alto Tribunal provincial a partir de los autos “Gianini c/ Farias y otros s/ cobro de indemnizaciones” del 27.9.1988 y “Rojas c/ Contreras y otros s/ Indemnización por accidente” del 4.4.1989 en cuanto resolvieron que según el art. 32 de la Ley 22.250 el propietario de la obra responde solidariamente cuando se desempeña como constructor de obra, contratando a tal fin a contratistas y subcontratistas, sin solicitar constancia de la inscripción en el Registro Nacional de la Industria de la Construcción a tales personas, no siendo requisito legal que se dedique a la construcción como actividad habitual y lucrativa. En la primera de las causas mencionadas el entonces Procurador General, sostiene con apoyo en citas doctrinarias de Milton Rainolter, de su obra en colaboración con Susana Marigo, y de Justo López y Horacio Ferro, que la expresión del párrafo segundo del art. 32 en cuestión “cuando se desempeñen como constructores de obra” va dirigida a todos aquellos empresarios, propietarios y profesionales que como comitentes encomienden a otros la ejecución total o parcial de una obra. En los fundamentos de la misma sentencia el Juez Dr. Cavagna Martínez, además de compartir el criterio del Procurador General, sostiene que el art. 32 de la ley 22.250 impone a quienes contraten o subcontraten los servicios de contratistas o subcontratistas, la obligación de requerir de éstos la constancia de inscripción en el Registro Nacional de la Industria de la Construcción; afirmando además que tal obligación pesa también sobre los propietarios cuando se desempeñen como constructores de obra y contraten contratistas o subcontratistas, siendo responsables solidariamente con éstos cuando no acrediten su inscripción en el Registro, de las obligaciones laborales respecto al personal ocupado, por esa sola omisión. Por otra parte entiendo que la empresa propietaria de la obra en el caso de autos, no está alcanzada por la exclusión del régimen de la ley 22.250 consagrada en el inc. b) del art. 2 puesto que la misma sólo comprende a la persona física que no siendo empleador de la industria de la construcción construya, repare o modifique su vivienda individual. Por tanto para eximirse de responsabilidad la empresa propietaria de la obra donde se accidentó el trabajador fallecido, debió requerir de los contratistas la constancia de su inscripción en el registro Nacional de la Industria de la Construcción, cosa que no resulta acreditada en autos, conforme la conclusión alcanzada en el Veredicto al tratar la cuestión octava, por lo cual, insisto, debe ser condenando solidariamente con aquëllos.

C) En cuanto al cálculo de la indemnización que corresponde percibir al accionante en virtud de su  incapacidad, debe practicarse liquidación de acuerdo con las pautas establecidas en los artículos 8 y 9 de la ley 24.028, tomando en consideración el índice corrector por edad previsto en el primero de los artículos mencionados, resultante de dividir la cifra 65 por 49, edad del actor a la fecha del accidente, lo que arroja un índice de 1,3265 y el salario diario promedio de $ 50 resultante de las conclusiones arribadas en el Veredicto al resolverse las cuestiones tercera y cuarta. De tal forma el cálculo a practicarse para determinar la indemnización correspondiente por la muerte del trabajador derivada del accidente traumático sufrido, es el siguiente: 1.3265 x 50 x 1000= $ 66.325. Dicha suma deberá ser acotada a $ 55.000, tal como lo reclama la parte actora en la liquidación practicada en la demanda, atento el tope fijado en el art. 8 inc. a) de la ley 24.028 de u$s 55.000, que al cambio a la época del accidente fatal equivalía a la misma suma en pesos moneda nacional de curso legal.

D) En cuanto al reclamo por gastos de sepelio efectuado por la parte actora, entiendo debe hacerse lugar a la excepción de pago planteada por la codemandada MANJAR S.A. conforme lo expresado al resolver la cuestión undécima del Veredicto, habiéndose acreditado sin controversia de los accionantes, que la firma mencionada abonó la suma de $ 1.888 por ese concepto, no resultando acreditado que los deudos del trabajador fallecido hayan abonado la suma que reclaman en la liquidación y toda vez que dicha suma corresponde al tope máximo que establece el artículo mencionado. Costas a los actores, en los términos y con los alcances establecidos en los art. 19 y 22 de la Ley 11.653).

E) Entiendo que respecto a la codemandada TAPETTI S.A. la demanda debe ser rechazada, pues pese a la rebeldía de dicha codemandada en la contestación de la demanda, no se ha probado vinculación alguna con la persona ni con el hecho fundante del reclamo de autos, conforme lo resuelto al tratarse en el Veredicto la cuestión novena.

F) Por lo expuesto juzgo que debe condenarse a solidariamente a PABLO ALBERTO ORLANDI, a GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN y a MANJAR S.A. a pagar a los accionantes causahabientes del trabajador accidentado CRISTOFORO ALEJANDRO GIMENEZ, su cónyuge superstite DELICIA DEL CARMEN JIMENEZ AVILA, y sus hijos CINTIA ALEJANDRA, NESTOR, CRISTIAN HERNAN, JESICA PAOLA, ERICA XOANA, ALFREDO ORLANDO, HECTOR FABIAN y RAFAEL ALEJANDRO GIMENEZ, en concepto de indemnización por accidente de trabajo la suma de pesos CINCUENTA Y CINCO MIL ($ 55.000)  con sus intereses a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósitos a treinta días, vigentes en los respectivos períodos de aplicación, desde la fecha del deceso –31.12.1994 - hasta el 5.1.2002 (S.C.B.A autos “Molina de Nieva c/ Monzón Servente s/ Indemnización Art.622 Código Civil). A partir del 6 de enero de 2002 y considerando que la tasa anteriormente fijada, adoptada por la Suprema Corte provincial en función del régimen de convertibilidad monetaria establecido por ley 23.928, ahora parcialmente derogada por ley 25.591, no resulta adaptable a la nueva situación económica derivada de esa modificación, cuyas consecuencias negativas debe soportar espacialmente el acreedor laboral, es que entiendo corresponde aplicar la tasa que perciba la institución bancaria antes mencionada para operaciones corrientes de descuento de documentos comerciales -tasa activa- conforme el criterio ya fijado por este Tribunal en autos “Fecha, Juan Luis c/ Tecno Ingeniería S.A.” -30.8.2002- y ratificado a partir de autos “Turdó, Analía c/ Carrefour Argentina S.A.” -16-9-2002- Costas solidariamente a los condenados (art. 19 Ley 11.653), respecto a los letrados de los codemandados, por su orden.

G) Las sumas resultantes de la liquidación a practicarse en autos, deberán ser distribuidas en la siguiente forma: El 50% corresponde a la cónyuge superstite; la otra mitad se distribuirá en parte iguales entre los ocho hijos que se presentaron a reclamar su derecho indemnizatorio. 

Así lo voto

     Los señores Jueces doctores Galbarini y Salinas, por los mismos fundamentos, votan en igual sentido.

     Con lo que se da por terminado el Acto, firmando los señores Jueces por ante mi, la actuaria, de lo  que doy fe.

SENTENCIA
            General San Martín,                de 2004.

        En mérito a la votación que antecede, el Tribunal RESUELVE: I) Hacer lugar parcialmente a la demanda por pago de indemnización por muerte en accidente de trabajo, condenando solidariamente a PABLO ALBERTO ORLANDI, a GLADYS MARIA GABRIELA RUBIN y a MANJAR S.A. a pagar a DELICIA DEL CARMEN JIMENEZ AVILA y a CINTIA ALEJANDRA GIMENEZ, NESTOR GIMENEZ, CRISTIAN HERNAN GIMENEZ, JESICA PAOLA GIMENEZ, ERICA XOANA GIMENEZ, ALFREDO ORLANDO GIMENEZ, HECTOR FABIAN GIMENEZ y RAFAEL ALEJANDRO GIMENEZ de acuerdo con la distribución indicada en los considerandos de la sentencia, la suma de pesos CINCUENTA Y CINCO MIL ($ 55.000) a la que deberá adicionarse sus intereses que serán calculados desde la fecha del accidente mortal -31.12.1994- hasta el 5.1.2002 a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósitos a treinta días, vigentes en sus distintos períodos de aplicación, y por aquellos días que no alcancen a cubrir el lapso señalado, a los calculados diariamente con igual tasa. A partir del 6.1.2002 los intereses se calcularán a la tasa que perciba la institución bancaria antes mencionada para operaciones corrientes de descuento de documentos comerciales -tasa activa- (art.622 y 623 del C.C.). Costas a la demandada (art.19 ley 11.653).




II) Las sumas precedentemente mencionadas deberán ser depositadas a la orden de este Tribunal y como perteneciente a estos autos, en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, delegación Tribunales de San Martín, con mas el 1,5% de las mismas, que deberán ser girado a la Caja de Accidentes (art.14 ley 24.028; Res.633/98 M.T.S.S.).

III) Hacer lugar a la excepción de pago planteada por la codemandada MANJAR S.A. respecto al reclamo de gastos de sepelio efectuado en la demanda. Costas a los accionantes en los términos y con el alcance de los art. 19 y 22 de la ley 11.653.

IV) Rechazar la demanda respecto a TAPETTI S.A.

V) La regulación de honorarios de los profesionales intervinientes, se practicará por separado.

IV) Regístrese, practíquese liquidación, notifíquese a las partes, córrase vista a la Sra. Asesora de Menores e incapaces y oportunamente archívese.   

